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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase

al oficio No. 06761

25 de junio de 2007

DAGJ-0693-2007

Licenciado

Roberto Kenton Jonson

COLEGIO UNIVERSITARIO DE LIMON

Estimado señor:

Asunto: Consulta en torno a cuáles reglamentos que dicta una institución pública deben ser aprobados o autorizados por la Contraloría General de la República 
          Se refiere este Despacho a su oficio C-AI-CUNL-019-2007 de fecha 10 de mayo de 2007, en el cual consulta acerca “...del tratamiento que se debe dar a los reglamentos internos debidamente aprobados por los consejos directivos de las entidades públicas”.


Al respecto, formula dos consultas en específico: 

“1) Qué tipo de reglamentos internos requieren ser revisados por la Contraloría General de la República, antes de su publicación en la gaceta (sic); no me refiero en este punto al reglamento de la auditoria interna, cuyo tratamiento en el sentido de revisión y publicación posterior, ya es conocido por esta auditoria.

2) Qué tipos de reglamentos internos debidamente aprobados por el consejo directivo, no requieren revisión del órgano contralor ni publicación posterior en la gaceta (sic), para adquirir eficacia legal y administrativa. Algunas publicaciones por ejemplo, podrían significar un gasto para cierto tipo de reglamentos interno que por su alcance, no justifica el beneficio de dicha publicación.”

·   CRITERIO DEL DESPACHO


Sobre la primera consulta que se nos formula, debemos señalarle que luego de revisar la base de datos de las normas legales que le asignan diversas tipos de funciones fiscalizadoras a esta Contraloría General, nos encontramos con que existen cinco leyes que disponen la exigencia de que los reglamentos que llegue a emitir un jerarca unipersonal o colegiado de un órgano, ente o empresa pública, requieran de un acto de aprobación
 o autorización
 por el Órgano Contralor.


A continuación se enumeran cuáles son esos reglamentos que deben ser  aprobados o autorizados por esta Contraloría General, el fundamento jurídico y los alcances generales de los mismos.

1. Los Reglamentos de Organización y Funcionamiento de la Auditoria Interna

Son aquellos que regulan la organización y funciones de cada una de las Auditorias internas existentes en los entes y órganos sujetos a la fiscalización de esta Contraloría General, conforme a los artículos 22 h) y 23 de la Ley General de Control Interno, el artículo 63 de nuestra Ley Orgánica y las Directrices Generales Relativas al Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Auditorias Internas del Sector Público (Resolución R-CO-93-2006 de 17 de noviembre de 2006, publicada en la Gaceta No.236 del 08 de diciembre de 2006).


Su aprobación corresponde a la División de Asesoría y Gestión Jurídica del Órgano Contralor.

2. De los Reglamentos de Arrendamientos de Vehículos

Son aquellos que permiten a una entidad pública el alquilar vehículos propiedad de sus funcionarios, cuando ello se origine en una verdadera necesidad y sea más económico que el servicio de trasporte que pueda brindar la propia institución pública, en cuyo caso se deberá establecer un sistema de control interno que permita registrar y reportar el kilometraje, ya que a partir de esos reportes se cancelará la respectiva tarifa que periódicamente este Órgano Contralor fija para todo el sector público, todo conforme al artículo 131 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (Decreto Ejecutivo 33411-H de 27 de setiembre de 2006 y sus reformas).


Su aprobación corresponde a la División de Asesoría y Gestión Jurídica del Órgano Contralor
. 

3. De los Reglamentos de Uso Adecuado  de  los Vehículos Institucionales:

De conformidad con el artículo 4 de la Ley No. 5691, los reglamentos de uso de vehículos emitidos por los entes públicos no estatales, las empresas públicas y los sujetos privados que utilicen vehículos adquiridos o donados por el Estado, requerirán de aprobación por parte de ésta Contraloría General
.
Por consiguiente, cuando se trata de vehículos de gobierno central, instituciones autónomas y semiautónomas, así como otros poderes del Estado, no requerirá de la aprobación respectiva del Reglamento por parte de esta Contraloría General (artículo 243 Ley de Tránsito por las Vías Públicas Terrestres, en relación con los votos SC 2478-1994  y 651-I-1994 de la Sala Constitucional), como tampoco las municipalidades (SC Voto 5445-1999).

Cabe aclarar que en la elaboración de todo reglamento de uso de vehículos oficiales que emita una institución pública, independientemente de que deban o no ser aprobados por esta Contraloría General,  deben seguirse las normas del “Manual sobre normas técnicas de control interno relativas al uso, control y mantenimiento de vehículos”, publicado en el Alcance 7, a La Gaceta 24 de 2 de febrero de 1996.


Su aprobación corresponde a la División de Asesoría y Gestión Jurídica del Órgano Contralor.

4. Del Reglamento de contratación y venta de servicios del INA


La Ley Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje (Ley No. 6868 de 6 de mayo de 1983) señala en su artículo 18 que la adquisición de bienes y servicios que requiera ese Instituto, así como la venta de bienes y servicios que produzca con sus actividades de formación y capacitación profesional, será regulado mediante un reglamento que debe ser aprobado por ésta Contraloría General.


Su autorización corresponde a la División de Contratación Administrativa del Órgano Contralor.

5. De las autorizaciones a los reglamentos de compra directa, conforme a un rol preestablecido


La Ley de Contratación Administrativa (Ley No. 7494 y sus reformas) faculta en su artículo 2 bis a ésta Contratación General a autorizar a las distintas entidades públicas sistemas de contratación de bienes y servicios en forma directa, generalmente mediante un estricto rol aplicable al respectivo Registro de Elegibles, debidamente regulado en un reglamento o manual que la respectiva entidad
 somete al conocimiento y aprobación del Órgano Contralor, con lo cual para esas actividades se estaría exceptuando el régimen de los procedimientos ordinarios dispuesto en la misma Ley.


Este tipo de autorizaciones se regulan por la Resolución de las 8:00 horas del 10 de febrero de 2000, publicada en La Gaceta No.34 del 17 de febrero de 2000, y se pueden conferir a plazo fijo o indeterminado.


Sobre este mismo tema se debe aclarar que existen otro tipo de reglamentos que no deben ser ni autorizados ni aprobados por parte de este Órgano Contralor, aunque sí deben ser consultados, como es el caso de aquellos reglamentos sobre tipos abiertos de contratación administrativa (artículo 55 de la Ley de Contratación Administrativa en relación con el ordinal 146 de su Reglamento), o incluso reglamentos ejecutivos como el de la Ley No.8422 (cfr artículo 71), entre otros. 

Por otra parte, acerca de su segunda consulta referente a aquellos reglamentos internos que deben o no ser publicados en La Gaceta, este Despacho ha señalado que “con base en lo regulado por la Ley General de la Administración Pública, la doctrina y la jurisprudencia administrativa y judicial
” (oficio DAGJ-0664-2006 de 15 de marzo de 2006), es necesaria la publicación de todo acto de alcance general -como lo es un reglamento-, ya que aunque un determinado instrumento normativo reglamentario se encuentre debidamente aprobado por el órgano competente y haya sido válidamente emitido, lo cierto es que a falta de publicación dicha norma tendría un vicio de eficacia para efectos de terceros, por no haber sido divulgada en el Diario Oficial, y consiguientemente carecería de la capacidad de producir efectos jurídicos.
En los términos dichos dejamos evacuada su consulta.

Atentamente,

	Lic. Manuel Martínez Sequeira
Gerente de División
	Lic. Jimmy Bolaños González MDC
Fiscalizador


JBG/Pbj

NI: 9224 

Ci: Archivo Central

G: 2007002268-2

� Es aquel acto administrativo de control que se produce con posterioridad al acto aprobado, siendo este último, válido y perfecto,  de manera que la aprobación se constituye en un requisito de eficacia  o condición jurídica indispensable para producir sus efectos. Mientras no se haya dado la aprobación de la Contraloría General el respectivo reglamento no será eficaz, ni podrá comunicarse,  ni impugnarse ( artículo 145 párrafo 4 de la Ley General de la Administración Pública.)


� Es aquel acto de fiscalización o control que consiste en que para su dictado definitivo se requiere de previo de un acto autorizante, de modo que el primero sin el segundo es relativamente nulo (artículo 188.1 Ley General de la Administración Pública), auque es susceptible de ser subsanado. El acto autorizante produce defectos”ex nunc”, es decir desde su emisión, puesto que la autorización es un requisito de validez del acto definitivo ulterior, razón por la cual debe producirse antes del dictado del acto principal (artículo 145 párrafo 3 de la Ley General de la Administración Pública.


� Pueden verse otros entre los oficios 8396-2006; 8399-2006; 8400-2006; 8403-2006; 8404-2006 y 8706-2006.


� Pueden verse entre otros los oficios 6671-2000; 751-2001;  1825-2001; 7099-2002; 7101-2002; 635-2003; 771-2003; 6465-2003; 13111-2005 y 10433-2006.


� Pueden verse al respecto los oficios 6471-2004; 8043-2002; 6637-2003; 1372-2006; 1373-2006; 9367-2001; 616-2002 y 7220-2006, entre otros.


� De acuerdo con la Ley General de la Administración Pública los reglamentos, como actos generales, deben de ser comunicados al administrado por medio de publicación en el Diario Oficial La Gaceta. En este sentido, disponen los artículos 120, 140 y 240 inciso 1 de la citada Ley: "Artículo 120. 1. Para los efectos de clasificación y valor, los actos de la Administración se clasifican en externos e internos, según que vayan destinados o no al administrado; y en concretos y generales, según que vayan destinados o no a un sujeto identificado. (...)" "Artículo 140.- El acto administrativo producirá su efecto después de comunicado al administrado, excepto si le concede únicamente derechos, en cuyo caso lo producirá desde que se adopte". 


"Artículo 240.- 1. Se comunicarán por publicación los actos generales y por notificación los concretos..." 





A nivel doctrinal se ha establecido por ejemplo: "La publicación es la comunicación del acto administrativo a un grupo indeterminado de personas. La exposición de la decisión administrativa de manera que todos puedan conocer su contenido. Por su misma naturaleza deben publicarse los actos que dirigen sus efectos a un grupo indeterminado de personas. Estos actos administrativos son llamados disposiciones o reglamentos...La publicación es para las disposiciones o reglamentos, además de un medio de comunicación, un elemento de forma esencial. Sin ella no existen." (...) (ENCICLOPEDIA JURÍDICA BÁSICA, Editorial Civitas, Madrid, Vol. IV, primera edición, 1995, págs. 5372-5373) 


"El inicio de la eficacia es el momento a partir del cual el acto administrativo, válido o presuntamente válido, puede surtir los efectos jurídicos programados en virtud de haber cumplido con los requisitos de eficacia exigidos por ordenamiento o derivados del contenido del mismo acto". (SABORÍO VALVERDE, Rodolfo. Eficacia e Invalidez del Acto Administrativo, segunda edición, San José. Ediciones Seinjunsa, 1994. pág. 48.) 


A nivel judicial cabe citar en lo conducente la sentencia Nº 52-94 de las 9:15 horas del 2 de marzo de 1994 del Tribunal Superior Contencioso Administrativo, Sección Primera: "IX. Pese a lo expresado en el considerando anterior, se comparte la posición de la demandante en cuanto a que la norma 7a. debió ser publicada, no hay duda de que, por estar dirigida a un número indeterminado de sujetos, clasifica de acto general y como tal debió ser objeto de publicación."  


Igual posición ha mantenido la Procuraduría General de la República, en sus dictámenes C-042-83 y C-119-97. 





